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AVISO No. 02 
(Acción de tutela) 

 

 

La Sala Única del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Arauca notifica que 

mediante auto del 22 de noviembre de 2021 se admitió la acción de tutela así 

identificada: 

 

Proceso:  TUTELA – 1ª. Instancia 

Radicado No: 81-001-22-08-000-2021-00056-00 

Accionante: MAYRA CAROLINA RAMÍREZ MORENO 

Vinculados: MARTHA CECILIA RIVERA PEÑA, LUZ ELENA QUINTERO 

GARCES, HERBEY BORRERO TORRES, ÁNGEL YESID 

ECHEVERRÍA CASTELLANOS 

Accionado: JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALZIADO DE 

ARAUCA Y FISCALIA TERCERA ESPECIALIZADA GAULA DE 

ARAUCA 

Mag. Ponente: Dra. MATILDE LEMOS SANMARTÍN 

Asunto:  Notificación auto admisorio 

 

En consecuencia, se pone en conocimiento la referida providencia para vincular y 

correr traslado, por el término de un (1) día, a los vinculados atrás referido con 

subrayado y a todos los intervinientes e interesados en el presente proceso, quienes 

pueden verse eventualmente afectados con la decisión que ponga fin a esta acción 

de tutela. 

 

El presente aviso de enteramiento se fija por un (1) día en el sitio virtual destinado 

a este Tribunal en la página web de la Rama Judicial del Poder Público de Colombia, 

a través del siguiente enlace de AVISOS: 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-arauca/ 

 

Se fija:  24 de noviembre de 2021, a las 8:00 a.m. 

Se desfija:  24 de noviembre de 2021, a las 6:00 p.m. 

  
AUTORIZADO CONFORME 

Artículo 7 de la Ley 527 de 1999, Artículo 2, inciso 2, del Decreto Legislativo 806 de 2020 de la 

Presidencia de la República y Artículo 28 del Acuerdo PCSJA20-11567 del Consejo Superior de la 

Judicatura) 

 

HENRY WALTER MEDINA ULLOA 

Secretario General 
 
Elaboró: Humberto C. Soto H. – Escribiente 

mailto:sgtsara1@cendoj.ramajudicial.gov.co
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DEPARTAMENTO DE ARAUCA 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE ARAUCA 
SALA ÚNICA DE DECISIÓN 

 
 

Magistrada Ponente: MATILDE LEMOS SANMARTÍN 

 
 
Arauca, noviembre veintidós (22) de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
RADICADO:             81-001-22-08-000-2021-00056-01 
ACCIÓN:                  TUTELA PRIMERA INSTANCIA 
ACCIONANTE: MAYRA CAROLINA RAMÍREZ MORENO 
ACCIONADA: JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE 

ARAUCA Y FISCALÍA TERCERA ESPECIALIZADA GAULA DE 
ARAUCA. 

ASUNTO:                 ADMITE ACCIÓN DE TUTELA 
 
 
Teniendo en cuenta el informe secretarial que antecede1 y el poder especial2 otorgado al Dr. 

SEGUNDO EXCELINO PINEDA SUPELANO, para que represente a MAYRA CAROLINA RAMÍREZ 

MORENO en la acción constitucional en garantía de sus derechos fundamentales, ADMÍTASE 

LA ACCIÓN DE TUTELA formulada a través de apoderado judicial en favor de la antes citada, 

contra el JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE ARAUCA y la FISCALÍA 

TERCERA ESPECIALIZADA GAULA DE ARAUCA. En consecuencia, se dispone: 

 
 
PRIMERO: NOTIFÍQUESE personalmente esta providencia a los Despachos accionados, con 

sujeción a lo dispuesto en el artículo 16 del Decreto 2591 de 1991, haciéndole entrega de una 

copia del escrito de tutela con sus respectivos anexos.  

 
 
SEGUNDO: VINCÚLESE a la FISCALÍA 59 ESPECIALIZADA GAULA DE BOGOTÁ en cabeza del 

Dr. JULIO CESAR OCHOA FORERO o quien haga sus veces, y como tercero con interés al señor 

JOSÉ ALIRIO ARIAS SÁNCHEZ, quien se encuentra recluido en el Complejo Carcelario y 

Penitenciario de Ibagué-Coiba, junto con su apoderado judicial Dr. GUSTAVO ALBERTO 

RAMÍREZ MORENO, y a las victimas MARTHA CECILIA RIVERA PEÑA, GERARDO ORTIZ PINTO, 

LUZ ELENA QUINTERO GARCES, HARBEY BORRERO TORRES y ÁNGEL YESID ECHEVARRÍA 

CASTELLANOS. En consecuencia, NOTIFÍQUESELES esta decisión y el escrito de tutela. 

 
 

TERCERO: SOLICÍTESE a los accionados y vinculados informen al Despacho sobre los hechos 

 
1 Cdno digital del Tribunal, Ítem 9 
2 Cdno digital del Tribunal, Ítem 8 Fl. 2 



 

2 

 
Acción de tutela de primera instancia 

Radicado: 81-001-22-08-000-2021-00056-00 
Accionada: Mayra Carolina Ramírez Moreno 

Accionantes: Juzgado Penal del Circuito Especializado de Arauca y Otro 
_________________________________________________________________________________________________ 

 

a los que se refiere la solicitud de amparo, en los términos del artículo 19 del Decreto 2591 de 

1991, para lo cual se les concede el término de dos (2) días. 

 
 
CUARTO: SOLICÍTESE al Juzgado accionado informe al Despacho en el término de la 

distancia, y a través del correo de la Secretaría de este Tribunal, el nombre de las partes del 

proceso y de sus apoderados judiciales, junto con los datos de notificación de cada uno de 

ellos, con el fin de ser vinculados a la presente acción. 

 
 
QUINTO: SOLICÍTESE al Juzgado accionado y a la Fiscalía copia fidedigna digitalizada de las 

diligencias adelantadas dentro del proceso penal con código de investigación No. 81-736-60-

01228-2018-00156, tramitado contra MAYRA CAROLINA RAMÍREZ MORENO y otro por los 

delitos de “Concierto para delinquir agravado, Lavado de Activos y Extorsión Agravada”, que 

es objeto de la presente acción constitucional. Término 2 días. 

 
 
SEXTO: PREVÉNGASE a los despachos accionados y vinculados que el informe solicitado se 

considerará rendido bajo juramento, y que la omisión injustificada en rendirlo o en enviar los 

datos requeridos y la documentación peticionada en el término perentoriamente indicado les 

acarreará responsabilidad de conformidad con la ley. 

 
 
SÉPTIMO: TÉNGANSE como pruebas los documentos aportados con el escrito contentivo de 

la presente acción, para ser valorados dentro de su oportunidad legal. 

 
 
OCTAVO: RECONÓZCASE personería al Dr. SEGUNDO EXCELINO PINEDA SUPELANO, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 7.163.405 de Tunja y Tarjeta Profesional No. 196853 

del C.S.J., como apoderado judicial de la señora MAYRA CAROLINA RAMÍREZ MORENO, en los 

términos y para los fines del Poder obrante a folio 2 del ítem 8 del cuaderno digital de esta 

Corporación3.  

 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

  

 

MATILDE LEMOS SANMARTÍN 
Magistrada ponente 

 
3 https://etbcsj-

my.sharepoint.com/:f:/r/personal/sgtsara1_cendoj_ramajudicial_gov_co/Documents/TribunalSuperiorArau

ca/D1/2021/AccionesConstitucionales/Tutelas/T1/81001220800020210005600?csf=1&web=1&e=me7zP

Y  

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/r/personal/sgtsara1_cendoj_ramajudicial_gov_co/Documents/TribunalSuperiorArauca/D1/2021/AccionesConstitucionales/Tutelas/T1/81001220800020210005600?csf=1&web=1&e=me7zPY
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/r/personal/sgtsara1_cendoj_ramajudicial_gov_co/Documents/TribunalSuperiorArauca/D1/2021/AccionesConstitucionales/Tutelas/T1/81001220800020210005600?csf=1&web=1&e=me7zPY
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/r/personal/sgtsara1_cendoj_ramajudicial_gov_co/Documents/TribunalSuperiorArauca/D1/2021/AccionesConstitucionales/Tutelas/T1/81001220800020210005600?csf=1&web=1&e=me7zPY
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/r/personal/sgtsara1_cendoj_ramajudicial_gov_co/Documents/TribunalSuperiorArauca/D1/2021/AccionesConstitucionales/Tutelas/T1/81001220800020210005600?csf=1&web=1&e=me7zPY


SEGUNDO EXCELINO PINEDA SUPELANO        

ABOGADO ESPECIALISTA                     

 

 

 

 

 

Calle 15 N° 10 – 45, Edificio el Trébol, Oficina 206 Sogamoso – Boyacá 

E – mail, segpineda@hotmail.com 

Cel. 321 231 73 99 – 322 783 73 11 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Sogamoso, noviembre 16  de 2021 

 

 

SEÑORES 

HONORABLE TRIBUNAL SUPERIOR  

ARAUCA - ARAUCA 

E.  S.  D.  

 

 

REF: ACCIÓN DE TUTELA – VIOLACION AL DEBIDO PROCESO 

 

ACCIONADOS: JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO ARUCA 

Y FISCALIA TERCERA ESPECIALIZADA GAULA - ARAUCA 

 

                                

 

ACCIONANTE: SEGUNDO EXCELINO PINEDA SUPELANO 

 

SEGUNDO EXCELINO PINEDA SUPELANO, mayor de edad y vecino del municipio de 

Sogamoso - Boyacá, identificado con la C.C. No. 7.163.405   de Tunja, y con T.P. 196853 

DEL C.S.J., Abogado en ejercicio, actuando en calidad de Defensor de confianza de 

MAYRA CAROLINA RAMIREZ MORENO, Identificada con C.C. 1.015.416.490 

expedida en Bogotá. D.C., me permito presentar acción constitucional tal como lo determina 

el Decreto 2591 de 1991, en ejercicio de la acción de tutela que establece la Constitución 

Política de Colombia, Artículo 86 y para alcanzar la protección de sus derechos 

Constitucionales fundamentales consagrados en dicho articulo. 

 

Dentro de la presente acción se pretende proteger los Derechos fundamentales de MAYRA 

CAROLINA RAMIREZ MORENO, Identificada con C.C. 1.015.416.490 expedida en 

Bogotá. D.C a quien en la actualidad se le vulneran los derechos fundamentales al debido 

proceso y el derecho fundamental a la igualdad. 

 

 

JUEZ CONSTITUCIONAL-Obligación de integrar debidamente el contradictorio 
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Esta Corporación ha señalado que “el juez constitucional, como director del proceso, está 

obligado a -entre otras cargas- integrar debidamente el contradictorio, vinculando al 

trámite a aquellas personas naturales o jurídicas que puedan estar comprometidas en la 

afectación iusfundamental y en el cumplimiento de una eventual orden de amparo, para que 

en ejercicio de la garantía consagrada en el artículo 29 superior, puedan intervenir en el 

trámite, pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda, aportar y solicitar las pruebas 

que consideren pertinentes, y en fin, hacer uso del arsenal defensivo que ofrece el 

ordenamiento jurídico” .En cuanto a la integración del contradictorio en sede de tutela, la 

jurisprudencia constitucional señala que es un deber del juez de primera instancia, puesto 

que de esa manera garantiza a la parte interesada la posibilidad de ejercer el derecho de 

contradicción y defensa durante el desarrollo de la tutela, vinculando a los interesados, es 

decir, a todas las personas “que puedan estar comprometidas en la afectación 

iusfundamental y en el cumplimiento de una eventual orden de amparo, para que en ejercicio 

de la garantía consagrada en el artículo 29 superior, puedan intervenir en el trámite, 

pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda, aportar y solicitar las pruebas que 

consideren pertinentes, y en fin, hacer uso del arsenal defensivo que ofrece el ordenamiento 

jurídico”.  

 

ACCION DE TUTELA TRANSITORIA PARA EVITAR PERJUICIO IRREMEDIABLE-

Inminencia, urgencia, gravedad e impostergabilidad de la tutela, deben encontrarse 

efectivamente comprobadas. 

 

En cuanto a la cualificación de los hechos que configuran la inminencia de un perjuicio 

irremediable, la jurisprudencia constitucional ha contemplado que ese perjuicio (i) debe ser 

inminente; (ii) debe requerir de medidas urgentes para ser conjurado; (iii) debe tratarse de 

un perjuicio grave; y (iv) solo puede ser evitado a partir de la implementación de acciones 

impostergables.  El perjuicio ha de ser inminente: "que amenaza o está por suceder 

prontamente".  Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o 

menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que 

justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una mera conjetura 

hipotética.  Se puede afirmar que, bajo cierto aspecto, lo inminente puede catalogarse dentro 

de la estructura fáctica, aunque no necesariamente consumada.  Lo inminente, pues, 

desarrolla la operación natural de las cosas, que tienden hacia un resultado cierto, a no ser 

que oportunamente se contenga el proceso iniciado.  Hay inminencias que son incontenibles: 

cuando es imposible detener el proceso iniciado.  Pero hay otras que, con el adecuado empleo 

de medios en el momento oportuno, pueden evitar el desenlace efectivo. En los casos en que, 

por ejemplo, se puede hacer cesar la causa inmediata del efecto continuado, es cuando vemos 

que desapareciendo una causa perturbadora se desvanece el efecto.  Luego siempre hay que 

mirar la causa que está produciendo la inminencia. Las medidas que se requieren para 

conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes, es decir, como calidad de urgir, en el 

sentido de que hay que instar o precisar una cosa a su pronta ejecución o remedio tal como 
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lo define el Diccionario de la Real Academia.  Es apenas una adecuación entre la inminencia 

y la respectiva actuación: si la primera hace relación a la prontitud del evento que está por 

realizarse, la segunda alude a su respuesta proporcionada en la prontitud. Pero además la 

urgencia se refiere a la precisión con que se ejecuta la medida, de ahí la necesidad de 

ajustarse a las circunstancias particulares. Con lo expuesto se verifica cómo la precisión y la 

prontitud dan señalan la oportunidad de la urgencia. No basta cualquier perjuicio, se requiere 

que éste sea grave, lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o 

moral en el haber jurídico de la persona.  La gravedad obliga a basarse en la importancia que 

el orden jurídico concede a determinados bienes bajo su protección, de manera que la 

amenaza a uno de ellos es motivo de actuación oportuna y diligente por parte de las 

autoridades públicas.  Luego no se trata de cualquier tipo de irreparabilidad, sino sólo de 

aquella que recae sobre un bien de gran significación para la persona, objetivamente.  Y se 

anota la objetividad, por cuanto la gravedad debe ser determinada o determinable, so pena 

de caer en la indefinición jurídica, a todas luces inconveniente. La urgencia y la gravedad 

determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para 

restablecer el orden social justo en toda su integridad. Si hay postergabilidad de la acción, 

esta corre el riesgo de ser ineficaz por inoportuna.  Se requiere una acción en el momento de 

la inminencia, no cuando ya haya desenlace con efectos antijurídicos.  Se trata del sentido 

de precisión y exactitud de la medida, fundamento próximo de la eficacia de la actuación de 

las autoridades públicas en la conservación y restablecimiento de los derechos y garantías 

básicos para el equilibrio social. Hay ocasiones en que de continuar las circunstancias de 

hecho en que se encuentra una persona, es inminente e inevitable la destrucción grave de un 

bien jurídicamente protegido, de manera que urge la protección inmediata e impostergable 

por parte del Estado ya en forma directa o como mecanismo transitorio. 

 

 

I.  HECHOS  

 

1. conocí del presente proceso a comienzos del mes de febrero del año que avanza por el poder conferido 

por la procesada, situación que posteriormente se dio a conocer al Despacho allegando el poder 

conferido.  

2. a mediados del mes de febrero mediante llamadas telefónicas a la anterior Apoderada – Defensora 

Publica – DRA. GLADYS QUINTERO, le solicité el envío de la documentación que conocía del 

proceso que se adelantaba en contra de MAYRA CAROLINA RAMIREZ MORENO, estos 

documentos fueron allegados a final de febrero en un Dosier de aproximadamente 600 páginas, pero 

no me fue allegado el escrito de acusación el cual hasta ese momento desconocía.  

3. A los primeros días del mes de marzo, exactamente el día 1 , mediante llamada telefónica y mensaje 

de wasap el DR. JORGE ELIECER MARTINEZ CASTEBLANCO, Fiscal 3 especializado de Arauca 

, a quien le solicité el envió del escrito de acusación, me lo envió el mismo día primero de marzo de 

2021.  

4. Una vez obtenido el documento de la acusación el cual adjuntaré a la presente solicitud y sometido a 

la respectiva lectura y estudio encuentra esta defensa lo siguiente: “En el encabezado del documento 

enuncian tres delitos CONCIERTO PARA DELINQUIR, LAVADO DE ACTIVOS Y EXTORSION 

AGRAVADA, posteriormente y a lo largo del escrito hace una serie de enunciaciones de hechos 
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jurídicamente relevantes para la Fiscalía con el fin de efectuar la respectiva acusación, al final del 

documento y luego de hacer referencia a algunas investigaciones que para la fiscalía le resultaron 

relevantes pero que son ajenas al presente proceso, el cual inicia por denuncia por el delito de estafa , 

que luego de la calificación jurídica por parte de la fiscalía lo encuadra en extorsión agravada, concierto 

para delinquir, lavado de activos  y se tiene que el documento de la acusación EXPRESAMENTE AL 

FINAL DICE: “En cuanto a la señora MAYRA CAROLINA RMIREZ MORENO , se acusa de manera 

CONCRETA de la calidad de COAUTORA del delito de extorsión consumada y extorsión tentada que 

fuera víctima el señor ANGEL YESID ECHEVERRIA CASTELLANOS, conducta señalada como 

ilícita en el artículo 244 del código penal y que se define como el que constriña a otro a hacer alguna 

cosa, con el propósito de obtener un provecho ilícito o cualquier utilidad ilícita o beneficio ilícito, para 

si o para un tercero,, incurrirá en una pena de prisión que oscila entre 192 a 288 meses. Esta conducta 

se tiene como agravada, dado que el numeral 8 del artículo 245 del código penal, agrava la pena 

máxima de prisión en la tercera parte y fija la pena de multa en 4 a 9 mil salarios mínimos legales 

vigentes, cuando la extorsión se cometa simulando investidura o cargo publico o fingiendo pertenecer 

a la fuerza pública” pues bien, tal como se puede observar la acusación de la fiscalía es de forma 

concreta para MAYRA CAROLINA RAMIREZ MORENO, por el delito de extorsión siendo víctima 

el señor ANGEL YESID ECHAVARRIA CASTELLANOS. En la acusación concreta que hace la 

Fiscalía no menciona para nada o no acusa por los delitos de CONCIERTO PARA DELINQUIR NI 

LAVADO DE ACTIVOS. 

5. Es preciso traer a colación que en la actualidad la misma Procesada tiene en curso tres proceso por 

hechos idénticos , su modus operandi, y la misma cantidad de personas , esto en la ciudad de Bogotá 

y la calificación jurídica allí dada por la misma fiscalía fue la de EXTORSION AGRAVADA, luego 

la calificación jurídica no puede ser diferente en la ciudad de Bogotá y otra diferente en la ciudad de 

Arauca. Escritos que anexaré a la presente para su respectivo análisis.  

 

 

II. PROCEDENCIA DE LA TUTELA 

 

La tutela que impetro por medio de este escrito es procedente por cumplir con las exigencias 

legales para su prosperidad, la invoco especialmente como mecanismo transitorio ante daño 

irremediable, pues resulta altamente probable que de continuar el proceso objeto de la 

presente ante Un Juez Especializado afecta directamente a la procesada en cuanto a los 

beneficios administrativos y la condena a imponer.  

 

 III. DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS 

De conformidad con el art. ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de 

actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 

preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia 

de la plenitud de las formas propias de cada juicio. En materia penal, la ley permisiva o 

favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o 

desfavorable. Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado 

judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de 

un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un 

debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir 

las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado 
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dos veces por el mismo hecho. Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación 

del debido proceso.  

para el caso que nos ocupa se observa una violación directa al principio de TIPICIDAD 

ESTRICTA, tanto en la imputación como en la acusación pues no se entiende como una 

extorsión que es por CUATROCIENTOS MIL PESOS, puede dar luces para un lavado de 

activos y concierto para delinquir, cuando no se configura los elementos esenciales para 

estos tipos penales,   igualmente al existir esta equivocada calificación jurídica aparece como 

consecuencia de esta la falta de competencia del Juzgado Penal del Circuito Especializado, 

situación que se debe analizar teniendo en cuenta la cuantía de la extorsión, y el lugar donde 

se originan las llamadas que son desde un establecimiento carcelario de la ciudad de Bogotá.  

- PRINCIPIO DE ESTRICTA TIPICIDAD. La corte Constitucional con ponencia del 

Magistrado Dr. ANTONIO BARRERA CARBONELL, definió el juicio de tipicidad como 

el análisis que realiza el operador jurídico sobre las condiciones de adecuación para definir 

si una conducta es de tipo delictivo o no lo es, debiendo definirlo el investigador y/o el 

juzgador determinar qué tipo de imputación se derivó del hecho punible, en relación con la 

persona vinculada al proceso penal; veamos lo que sostuvo la alta Corte, en la precitada 

jurisprudencia: “La responsabilidad penal que se atribuye a un sujeto determinado, comienza 

por el proceso de adecuación típica, el cual dicho en otras palabras, es un juicio de tipicidad 

por parte del operador jurídico. Debe luego, debe considerarse que el funcionario judicial, 

debe hacer la interpretación de los tipos penales en forma estricta, lo cual significa que no le 

está permitido hacerla en forma extensiva o restringida” (Sentencia C-996, 2000) Al respecto 

e incluso desde el punto de vista de tratados internacionales, la alta Corte Suprema de Justicia 

en Sala de Casación Penal se pronunció, sosteniendo: “La taxatividad de los tipos penales, 

principio de tipicidad o de legalidad estricta, es una garantía que obliga tanto al legislador 

como al funcionario judicial y se deriva de axiomas universales, tales como, “no hay delito 

sin ley previa que lo defina”; “no hay lugar a pena sin ley anterior que la defina”; 

“corresponde a la ley establecer el juez natural del caso”; “sólo se puede imponer una sanción 

luego de un juicio legal”, también reconocidos en tratados internacionales vinculantes en 

virtud del Bloque de Constitucionalidad, como por ejemplo, en el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos (artículos 14 y 15) y la Convención Americana de Derechos 

Humanos (artículos 8 y 9), los cuales incluyen normas que se refieren en general a las 

garantías judiciales, la preexistencia de la ley y sus respectivas sanciones, el derecho al juez 

natural y el debido proceso”. (Sentencia casación SP11143-2016, Radicación 42706, 2016). 

Del anterior precedente jurisprudencial puede derivarse que dichos principios por una parte, 

generan una obligación al legislador, funcionario judicial y órgano persecutor; sirviendo de 

garantía penal y directa para el procesado, pues cualquier caso en particular, debe estudiarse 

no solo bajo los parámetros constitucionales sino además de los convencionales, es decir, los 

postulados de carácter internacional que se vinculan a través de un convenio, un acuerdo o 

pacto; para el caso precitado por la Corte Suprema de Justicia, tuvo en cuenta el Pacto 

Internacional de Derechos Humanos que en Colombia fue aprobado mediante la Ley 74 de 

1968; también la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José de 

Costa Rica", aprobada mediante Ley 16 de 1972 y en el mismo sentido, la Declaración 
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Universal de los derechos del hombre y el ciudadano (artículos 7 y 8) y la Carta Internacional 

de Derechos Humanos (artículos 10 y 11). Según la doctrina nacional, el principio de 

legalidad se predica del principio de tipicidad, el cual se encuentra regulado en el artículo 10 

de nuestra Codificación Penal, que al tenor dice: “Tipicidad. La ley penal definirá de manera 

inequívoca, expresa y clara las características básicas estructurales del tipo penal. En los tipos 

de omisión también el deber tendrá que estar consagrado y delimitado claramente en la 

Constitución Política o en la ley” (Ley 599, 2000); su derivación así se sostiene, por cuanto 

la tipicidad es el primer elemento de la ecuación de la teoría del delito, pues recuérdese que 

el artículo 9 Ibidem, indica que para que la conducta sea punible se requiere que esta sea 

típica, antijurídica y culpable; es decir, el principio de tipicidad exige la existencia de una 

norma penal que defina y describa sin margen de error alguno, que determinada conducta se 

considere delictiva. No solo basta con afirmarse que la simple existencia de una ley define 

bajo el principio de legalidad, determinada conducta como punible, pues dicha ley puede ser 

demasiado vaga, genérica indeterminada y/o imprecisa; así las cosas, lo que se requiere es 

que la definición legal de ese delito sea estricta, previa, escrita y cierta; al ser escrita, 

presupone que el poder legislativo, es decir, el Congreso de la República la haya aprobado y 

el Presidente de la República como representante del poder ejecutivo la haya sancionado; 

para la escrituración de ese delito presupone además que sea previa al acto que se le imputa 

o se le pretende imputar; es decir, que esa ley aprobada, sancionada, regirá para los hechos 

que se cometan a partir de su entrada en vigencia “ley del tiempo del acto”, lo cual significa 

que en principio las normas penales no son retroactivas, salvo el principio de favorabilidad 

de la ley penal, que se encuentra consagrado en el segundo inciso del artículo 6 del Código 

Penal Colombiano, conforme a la cual, pese a ser la ley posterior a la comisión del ilícito, 

resulta ésta ser más favorable al imputado o al condenado que la misma “ley del tiempo del 

hecho”, es decir, a aquella que estaba vigente cuando se cometió la conducta delictiva, 

requiriéndose por mandato legal su aplicación sin excepción alguna; por lo anterior, las 

normas penales no se aplican a hechos cometidos antes de su entrada en vigencia; las normas 

penales se aplican hacia delante, esto es a los hechos consumados luego de su entrada en 

vigor jurídico, salvo –como ya lo explicamos- el principio de favorabilidad. Se tiene que 

además, la ley debe ser estricta, es decir, precisa, detallada y minuciosa, de tal manera que 

no haya lugar a errores o equivocaciones; y por último, que sea cierta, es decir, que la 

definición legal sea expresa, enunciada, concreta y taxativa, no valiéndose de definiciones 

típicas, implícitas o deducibles, pues la conducta punible debe estar prevista expresamente 

con todos sus elementos objetivos, subjetivos y normativos, de manera cierta y exteriorizada 

que origina un daño o peligro de causar daño a un bien jurídicamente tutelado por la ley 

penal; en todo caso, debe existir un comportamiento humano lesivo de bienes jurídicos; por 

tanto, el principio de tipicidad estudiado finaliza con involucrar el de lesividad de bienes 

jurídicos. 

Nulidad por falta de competencia 

De otra parte y ya teniendo aclarado que la acusación CONCRETA se hizo por el delito de 

extorsión, se tiene como cuantía de la extorción UN MILLON QUINIENTOS MIL PESOS 

($1´500.000.oo), situación esta que no supera la cuantía contenida en el artículo 35 del 
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Código de Procedimiento Penal indica que los jueces penales del circuito especializado 

conocen de los delitos de extorsión en cuantía superior a quinientos (500) salarios mínimos 

legales mensuales vigentes, y aquí es claro que la cuantía no supera los 500 salarios mínimos 

por lo cual carece de competencia el Juzgado Penal del Circuito Especializado para conocer 

de la acusación hecha por parte de la fiscalía, situación que pasó inadvertida por parte de la 

defensa técnica en la audiencia de formulación de acusación, así como también del Ministerio 

Publico. Teniendo en cuenta lo anterior el Juez competente para conocer del presente asunto 

debe ser un      Juez Penal Municipal acorde a lo contenido en el artículo 37 del Código de 

procedimiento Penal, Numeral 2. De los delitos contra el patrimonio económico en cuantía 

equivalente a una cantidad no superior en pesos en ciento cincuenta (150) salarios mínimos 

mensuales legales vigentes al momento de la comisión del hecho.  

 

Nulidad por Falta de Defensa Técnica 

Teniendo en cuenta que conocí del presente proceso cuando ya se había llevado a cabo la 

acusación, se tiene que la actuación de la Defensora Publica fue asistir a las audiencias de 

imputación y acusación, pero en ningún momento advirtió la calificación Jurídica del 

acontecer factico con los tipos penales que hizo la Fiscalía General de la Nación y solo se 

limitó a decirle a su Defendida que aceptara los cargos los cuales serían solo por extorsión. 

la Sala Primera de Revisión de la corporación no compartió el criterio expuesto por los jueces 

de tutela de instancia, que consideraron que no se había vulnerado el derecho a la defensa 

técnica del accionante, debido a que en el proceso penal se le habían nombrado defensores 

de oficio.  

A su juicio, no es garantía del derecho a la defensa la sola designación formal de un 

profesional del Derecho, pues esta requiere actos positivos de defensa en procura de los 

derechos e intereses del indiciado.  

Y agregó que no es suficiente considerar que el derecho a la defensa técnica del accionante 

fue garantizado dado que a sus defensores de oficio se les notificaron las decisiones 

fundamentales del proceso, como tampoco el hecho de que el último de estos hubiese pedido 

la absolución. Con lo anterior, no es posible apreciar acción o estrategia defensiva y por ello 

el tutelante durante el trámite penal adoleció de indefensión sistemática (M. P. Calos Bernal 

Pulido).  

Corte Constitucional, Sentencia T-385, Sep. 20/18. 

para el caso que nos ocupa se observa que en un comienzo se designó Defensora Publica, 

pero su actuación como ya se mencionó solo se limitó a la aceptación de cargos, dejando 

pasar por alto la indebida calificación jurídica, al no contar la fiscalía con elementos de juicio 

dentro del acontecer factico para hablar de un lavado de activos y concierto para delinquir.  

Dentro del presente proceso se dan varios de los cuatro elementos que ha considerado la 

Corte para que se configure la ausencia de defensa técnica: 
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1. Que sea evidente que el defensor cumplió un papel meramente formal, carente de 

cualquier vinculación a una estrategia procesal o jurídica.  

2. Que las deficiencias en la defensa no le hubiesen sido imputables al procesado o 

hubiesen tenido como causa evadir la acción de la justicia. 

3. Que la falta de defensa revista tal trascendencia y magnitud que sea determinante de 

la decisión judicial, de manera tal que pueda configurase uno de los defectos 

sustantivo, fáctico, orgánico o procedimental.  

4. Que aparezca una vulneración palmaria de las garantías del procesado. 

 

por lo anteriormente expuesto y teniendo en cuenta que el momento procesal para proponer 

esta nulidad o la modificación al escrito de acusación es en la audiencia de acusación, pero 

asumí el proceso cuando esta ya había sido realizada sin que las partes, especialmente las 

defensas se hubieran pronunciado al respecto, y no hay otro momento procesal es por esta 

razón que se acude al amparo constitucional de la Acción de Tutela ya que se está ante una 

flagrante violación del derecho fundamental al debido proceso.  

  

IV. PETICION 

 

PRIMERA: que cese de manera inmediata la violación de los derechos fundamentales 

consagrados en la Constitución Política de Colombia en sus art. 29 debido proceso.  

SEGUNDA: Que se decrete la nulidad de lo actuado por falta de competencia del Juzgado 

Penal del Circuito Especializado de Arauca.  

TERCERA: Que se decrete la nulidad por violación Directa al principio de TIPICIDAD 

ESTRICTA.  

CUARTA: Que se ordene el archivo del proceso por violación al debido Proceso durante 

toda la actuación. 

QUINTA: Que en el caso que no se ordene la nulidad, se ordene la modificación de la 

calificación jurídica, ya que para el presente caso no aplica el LAVADO DE ACTIVOS  NI 

EL ENRIQUECIMIENTO ILISITO, solo se daría la EXTORSION, tal como está la 

calificación en los procesos de la ciudad de Bogotá. 

V.  PRUEBAS 

1. Copia del Escrito de Acusación donde se aprecia en la hoja N° 5 la acusación concreta 

para MAYRA CAROLINA RAMIREZ MORENO.  

2. Copia de tres escritos de acusación de la ciudad de Bogotá donde en idénticas 

circunstancias y hechos estrictamente similares dan la calificación jurídica adecuada.  

 

VI. ANEXOS  
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Los documentos enunciados como pruebas y copia de mi documento de identidad.   

VII. JURAMENTO 

Bajo la gravedad del juramento, declaro que por este medio me ratifico en todo lo que 

expresado y además, en cumplimiento del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, manifiesto 

que no he intentado ninguna otra acción de tutela sobre los mismos hechos y derechos. . 

 

VIII. NOTIFICACIONES 

 

ACCIONANTE: en la calle 15 N° 10 – 45 Oficina 206 edificio el Trebol de la ciudad de 

Sogamoso – Boyaca, correo electrónico : segpinda@hotmail.com . 

 

ACCIONADOS: Juzgado Penal del Circuito Especializado de Arauca: 

jpcearau@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Fiscalia Tercera Especializada – Gaula Arauca: calle 22 N° 12 -64 Barrio Córdoba, tel. 

3208511603 - 3132089968, jorge.martinezc@fiscalia.gov.co  

De UD. Honorable Magistrado,  

 

 

 

SEGUNDO EXCELINO PINEDA SUPELANO  

C.C. 7.163.405 DE TUNJA 

TP. 196853 C.S.J.  

DEFENSOR PUBLICO  
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Sogamoso, febrero 3 de 2021 

 

 

DOCTOR 

JORGE MARTINEZ C. 

FISCAL ESPECIALIZADO – GAULA  

ARAUCA - ARAUCA 

E.    S.  D.  

 

 

REFERENCIA: ALLEGANDO PODER  

 

 

N° DE PROCESO: 81736600128201800156 

DELITO: Referencia concierto para delinquir y estafa, 

Radicado 20190015400. 

PROCESADA: MAYRA CAROLINA RAMIREZ MORENO  

 

Cordial Saludo  

 

por medio del presente me permito allegar a su Honorable Despacho poder conferido por 

MAYRA CAROLINA RAMIREZ MORENO, mayor de edad, domiciliada y residente en el 

municipio en Sogamoso - Boyacá, Identificada con C.C. 1.015.416.490 expedida en Bogotá 

D.C, tendiente a continuar con la representación dentro del proceso que actualmente se 

adelanta en su contra por parte de la fiscalía 59 Especializada - Gaula – Bogotá por el delito 

de Extorsión.  

 

igualmente me permito solicitar a su Honorable despacho información sobre el preacuerdo 

sobre el cual están adelantando la aceptación de cargos. de ser posible  enviar a mi correo 

electrónico de copia de la imputación hecha.  

 

por la atención que le merezca la presente quedaré altamente agradecido.  

 

NOTIFICACIONES: A las direcciones y correos que aparecen al pie de página.  

 

ANEXO: Poder conferido  

 

 

Atentamente,  

  
SEGUNDO EXCELINO PINEDA SUPELANO 

C.C. No. 7.163.405 de Tunja 

T.P. 196.853 DEL C.S.J.  
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